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Expte. Nº 216/2013 “Juzgado de Instrucción en lo Criminal y Correccional de 4ta Nominación s/ Pone en conocimiento resolución de imputación a Esc. Dhaibes Mukdise por supuesta comisión del delito de falsedad ideológica de instrumento público”.-

Santiago del Estero,veintidós de febrero de dos mil dieciséis

 

Vistos:Para resolver las actuaciones iniciadas con motivo de la comunicación efectuada a esta Sala por el Juzgado de Instrucción de Cuarta Nominación,en la que se hace saber la imputación y posterior auto de procesamiento parcial y definitivo de la Escribana Verónica Dhaibes Mukdise.



Y Considerando:I)Que las actuaciones de epígrafe se inician a instancia de la nota elevada por el Juzgado en lo Criminal y Correccional de Cuarta Nominación de la Resolución de fecha 28/8/2013 (fs 1 de Expte Nº 216/2013) en la cual,se imputa a la Escribana Verónica Dhaibes Mukdise como supuesta autora del delito de falsedad ideológica de instrumento público (art. 293 del Cod.Penal)respecto de la escritura Nº 95 de fecha 24/06/2006 autorizada por la notaria en su carácter de adscripta al Registro Nº 20.



II)Según el procedimiento previsto,con fecha 30/08/2013 se ordenó oficiar al Colegio Notarial a efecto de remitirle copia certificada de la comunicación del Juzgado de Instrucción de Cuarta Nominación, a fin de  adoptar las medidas administrativas pertinentes (fs 2/3).



  Atento el tiempo transcurrido y la inacción del Colegio Notarial, se ordenó remitir nuevo oficio para que informe las medidas que dicha institución habría dispuesto respecto de la denuncia formulada en contra de la escribana Dhaibes Mukdise, sin obtener respuesta alguna(fs 4/5).



III) Ante la publicación periodística en un periódico local se forma Expte Nº222/2013 caratulado “Sala de Superintendencia del Notariado -Oficio de informe al Juzgado del Crimen de Cuarta Nominación- s/caso Donadeu”, en dicho trámite se oficia al Juzgado de Instrucción (fs 5) y se informa que por resolución de fecha 15/10/2015 se ordenó el procesamiento parcial y definitivo (art 258 y conc del C.P.C.C) en contra de la coimputada Verónica Dhaibes Mukdise, como supuesta autora del delito de falsedad ideológica de instrumento público (art 293 del Código Penal) en perjuicio de Gustavo Fabricio Giordano (fs 6).En mérito a ello,con fecha 8/7/2015 se ordenó oficiar al Colegio Notarial a efecto de que inicie los trámites que correspondan conforme las facultades conferidas por la Ley Nº 3662, modificada por Ley Nº 6943 (fs 8).



 Visto el estado de las actuaciones  referenciadas y atento a la identidad de las cuestiones tramitadas en ambos expedientes, se dispuso su acumulación (fs 9).Asimismo, en virtud del tiempo transcurrido, sin que el Colegio Notarial diera cumplimiento a lo requerido a fs 5, según lo dispuesto por el art 98 de la Ley Notarial, se ordenó correr vista al Ministerio Fiscal.



IV)Que según surge del dictamen fiscal, corresponde a la Superintendencia del Notariado avocarse de pleno derecho y resolver la presente causa,en razón de haber mediado la correspondiente comunicación al Colegio Notarial sin que dicha institución haya tomado las medidas  pertinente habiendo transcurrido en exceso el plazo legal. 



V) Que la potestad disciplinaria es definida por Goane como “aquella virtualidad jurídica, de la que está munida la Administración pública, para imponer, por medio de sanciones determinadas, una regla de conducta a todos aquellos cuya actividad compromete la misma organización administrativa”.



Una de las características del derecho disciplinario es perseguir la protección del orden y la disciplina necesarios para el correcto ejercicio de las funciones administrativas (Soler, Sebastián, Derecho Penal Argentino, t.I, Bs. As., 1956, pag. 22; citado por Comadira, Julio Rodolfo en Derecho Administrativo, Bs. As., 1996, pág. 77/78. Ver Cassagne, Juan Carlos, La intervención Administrativa, Bs. As., 1992, Cap. V, págs... 176/178); o como lo tiene dicho la Corte, “el debido funcionamiento de los servicios administrativos” (CS. Fallos 310:1034).



Así, el bien jurídico tutelado es la correcta prestación del servicio por parte de la administración pública.Su fundamento reside,en la necesidad que la Administración posee, como organización prestadora de servicios, de mantener la disciplina interna y de asegurar que sus agentes cumplan las obligaciones de su cargo (Sánchez Morón, Miguel, Derecho de la Función Pública, Tecnos, Madrid, 1996, pág. 262)y,asegurar el buen funcionamiento de la organización administrativa. 



En definitiva, el fundamento y fin del poder disciplinario consiste en prevenir o evitar que el agente incumpla con sus deberes (o quebrante sus prohibiciones) y de ese modo asegurar y mantener el normal funcionamiento de la Administración Pública, pues sin orden no se puede concebir el eficaz desarrollo de la actividad administrativa(Procuración del Tesoro de la Nación, dictámenes 199:175, citado por Alfredo Repetto, en su trabajo:“Sobre el procedimiento administrativo disciplinario”, publicado en la Revista Procuración del Tesoro de la Nación, N° 38, pág. 7 y ss).


  Vemos entonces, que la potestad disciplinaria encuentra su fundamento –como se dijo- en la preservación y autoprotección de la organización administrativa, siendo específica de la relación que vincula a los agentes con la Administración Pública.Es decir, requiere necesariamente de la existencia de una relación entre el agente y la Administración. 


Que el poder sancionador que ejerce la Sala de Superintendencia del Notariado sobre los notarios,a raíz de su mal desempeño en la función con motivo de la transgresión a los límites y a estrictas exigencias del ordenamiento legal que regula la actividad profesional notarial, se justifica por su especial naturaleza, ya que las facultades que se atribuyen a los escribanos de dar fe a los actos y contratos constituye una concesión del Estado otorgada por la calidad de funcionario público, y por ende, guardan adecuada proporción con la necesidad de tutelar el interés público comprometido(CS,Fallos 306:1566).


Traídos estos conceptos a la materia que nos ocupa, vemos que el Art. 96 de la Ley Nº 3662 –modificada por Ley Nº6943- señala que el gobierno del notariado será ejercido por el Tribunal de Superintendencia y por el Colegio Notarial en la forma que establezca la ley y la reglamentación; regulando en el Art. 98°, que compete a la Superintendencia del Notariado,“confirmar, rechazar y/o modificar las resoluciones emitidas por el Colegio Notarial que aconsejen sanciones sobre toda denuncia o asunto relativo a la responsabilidad disciplinaria y funcional de los notarios”.


Asimismo,distinguiéndose de la responsabilidad penal, la responsabilidad disciplinaria tiene como característica que-en su régimen-“gobierna el criterio de la oportunidad, o sea, la facultad discrecional del Estado de apreciar la conveniencia circunstancial de castigar al agente en la medida en que la Administración estime necesario para proteger su correcto y normal funcionamiento” (Procuración del Tesoro de la Nación, Dictámenes 113:71; 83:344; 85:74; 93:269; 109:353; 146:164. Ver Baró, Daisy, La relación de empleo público, Bs. As., 1982, pág. 66. En relación a la facultad discrecional apuntada, Comadira en Derecho Administrativo, cit., pág. 81).


VI)Cabe puntualizar que las presentes actuaciones  se iniciaron,cuando la escribana Dhaibes Mukdise ya había renunciado a la adscripción del Registro Nº 20 con asiento en la localidad de Sumampa Departamento Quebrachos, dimisión que fue aceptada por acordada de fecha 7/02/2011.


Asimismo,la instrucción penal data del año 2011, conforme los informes remitidos por el Juzgado de Instrucción de Cuarta Nominación que se agregan a fs 1 (Expte Nº 216/2013) y fs 6 (Expte Nº222/2013).


Con fecha 15/10/2014 se dicto auto de procesamiento parcial y definitivo en contra de la escribana Dhaibes Mukdise,como supuesta autora del delito de falsedad ideológica de instrumento público respecto de la escritura Nº95 fechada el 24/06/2008 cuando la notaria se encontraba en ejercicio de la función en carácter de adscripta.


 Al momento del dictado del presente acto,la misma ya no se encuentra en ejercicio conforme lo expresado. 
  
 Esta situación particular -que la escribana imputada no se encuentra actualmente en ejercicio de la función notarial-, hace necesario el tratamiento previo de algunas cuestiones dogmáticas-jurídicas acerca de la subsistencia –o no- ,de la potestad disciplinaria que esta Sala de Superintendencia del Notariado ejerce,luego de que una notaria en ejercicio de la función deja de serlo antes de que se haya emitido el acto en donde se determina si ha cometido una infracción quepudiera acarrea responsabilidad disciplinaria, y en su caso, que sanción le cabe, dado que la ley notarial de la provincia establece en forma expresa que:“en el sentido de esta ley, sólo es notario quien ejerce funciones como titular, adscripto o suplente de un registro notarial” (art. 85). De la postura que se asuma, dependerá la ulterior resolución del presente caso. 


En efecto, tal como se sostuvo en el Expte. Nº 21/11 caratulado: “Bau Juan José informa inicio  diligencias en torno a la actuación de la Adscripta al Registro Notarial N° 1 Escribana Roxana de las M. Bonahora de Hanne”, reseñando calificada doctrina (Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, t. III-B, Cap. IX – E-416, Bs. As., 1995),señala que es perfectamente admisible la posibilidad de que un órgano competente aplique una sanción disciplinaria a quien ha concluido su relación de funcionario público,ya que la acción de esta Sala de Superintendencia Notarial,no puede hallarse limitada para ejercer su potestad sancionatoria al período de tiempo en que el escribano ha ejercido funciones de notario, no solo por los bienes jurídicos tutelados y comprometidos en  la función notarial (fe pública-seguridad jurídica), sino además, por la eventual posibilidad de que el escribano retome el ejercicio de la función notarial,con la consiguiente importancia de que, los hechos por los que resultan denunciados, sean debidamente esclarecidos mediante la instrucción del sumario administrativo pertinente, y en su caso, se determine la sanción que hubiese correspondido cumplir. 


El notario en ejercicio se hace acreedor a la sanción disciplinaria desde el momento mismo en que comete la falta –cuando reviste el carácter de notario- y por ende esta Sala, conserva la potestad disciplinaria hasta que,  luego de la sustanciación del sumario respectivo, aplique la medida que estime pertinente. 


Ello así, además, en tanto que las consecuencias de las sanciones no se agotan con el solo cumplimiento de ellas, sino que además sirven como futuro elemento de ponderación ante la eventual comisión de futuras faltas disciplinarias, para el caso de que el escribano sumariado,retome el ejercicio de la función (como titular, adscripto o suplente), ya que de no adoptar esta postura, se dejarían sin reproche disciplinario faltas que deberían sancionarse no solo para resguardar el buen orden, legalidad y certeza jurídica de la actividad notarial, sino para dar cuenta a la sociedad y al resto de la Administración comprendida en el ejercicio de la Superintendencia del Notariado por parte de éste Tribunal, del juicio que merece el ex-notario que no cumplió con los deberes impuestos por la ley que regula el ejercicio de la función notarial en la provincia.



Por otra parte, cabe acotar que este es el criterio acogido por la C.S.J.N. en la causa “Spinosa Melo” en la cual modifico la jurisprudencia sentada en el caso “Magallanes”,estableciendo que “la ley del servicio exterior no dejaba dudas en cuanto a que, al menos en determinadas circunstancias, los funcionarios en situación de retiro son susceptibles de ser sancionados con cese o exoneración”.Agregamos además, que “si bien es cierto que en la especie la sanción de exoneración fue aplicada después de que el embajador había pasado a situación de retiro obligatorio,los hechos determinantes de su exoneración datan del tiempo inmediato anterior,cuando todavía formaba parte del servicio activo y cumplía funciones en la República de Chile”.(C.S., 05/09/2.006 – Spinosa Melo, Oscar F. v. Estado Nacional, consid. 5). 


Por todo lo expuesto, y oído el Ministerio Publico Fiscal, los Sres. Vocales de esta Excma. Sala de Superintendencia del Notariado ACUERDAN:1)Avocarse de pleno derecho,conforme lo establecido en el art 98 de la Ley Nº 3662 (modif. por Ley Nº 6943).2) Disponer el inicio de Sumario Administrativo,en contra de la Escribana Verónica Dhaibes Mukdise,quien fuera Adscripta del Registro Notarial Nº20 por su actuación en los hechos investigados en la causa penal Expte. Nº158-C-2011 caratulados:“Rois, Favio Alberto, Maffei,Mario Antonio; Martinez Rafael Alfonso; Bekis, Isabel Angela; Carabajal, Jacobo Israel; Mukdise, Verónica y personas a establecer s d de Usurpación de propiedad, Falsedad ideológica de instrumento público,Falsificación de firmas, falsificación de sello y Hurto e p de Gustavo Fabricio Giordano”a efecto  de  establecer la posible existencia de irregularidades que pudiera haber cometido, durante el ejercicio de sus funciones en incumplimiento de los arts 1º y 16º de la Ley Notarial.3)Designar instructora del sumario a la Dra Magalí Elias Tamer quien deberá aceptar y jurar el cargo conferido.4)Notifíquese,al Colegio Notarial y a la  escribana mencionada,a los fines de ley. Fdo Dr. Armando Lionel Suarez, Presidente; Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Sebastian Diego Argibay, Vocales. Ante mi, Dra Ana María Cárdenas Pro- Secretaria de Superintendencia, a cargo de Secretaría. Es copia fiel de si original que se reserva por Secretaría, doy fe.-----------------------------------
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